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TRATADOS Y CONVENIOS 22 de abril de 1882 Núm. 154-1 
lNTERNACIONALES 

PROPUESTA 

Autorizacidn de retirada de las reservas y declaraciones b), c) y d) (epígrafe B), for- 
muladas por España a la Convención sobre el Estatuto de los Refugiados, de 28 
de julio de 1951, y al Protocolo sobre el Estatuto de Refugiados, de 31 de mero 
#e 1967. 

PRESIDENCIA DEL CONGRESO 
DE LOS DIPUTADOS 

De acuerdo con lo dispuesto en el vigen- 
te Reglamento de la Cámara se ordena el 
envío a la Comisión de Asuntos Exterio- 
res y la publicación en el B O L E T ~  OFICIAL 
DE LAS CORTES GENERALES de la propuesta 
de autorizar la retirada de las reservas y 
declaraciones b), c) y d) (epígrafe B) for- 
muladas por España a la Convención so- 
bre el Estatuto de los Refugiados y al Pro- 
tocolo sobre el Estatuh de Refugiados, el 
cual ha sido remitido por el Gobierno, de 
conformidad con lo dispuesto en el artícu- 
lo 94,1, de la Constitución, a efectos de que 
las Cortes Generales otorguen la autoriza- 
ción previa a la prestación del consenti- 
miento del Estado. 

Los señores Diputados y los Grupos Par- 
lamentarios disponen de un plazo de quin- 
ce días hábiles, que expira el 11 de mayo, 
para presentar enmiendas al citado escri- 
to, cuyo texto se inserta a continuación. 

Palacio del Congreso de los Diputados, 
16 de marzo de 1982.-El Presidente del 
Congreso de los Diputados, Landelino La- 
villa Alsina. 

PROPUESTA DE RETIRADA DE RESER- 
VAS Y DECLARACIONES b), C) y d) (EPI- 
GRAFE B) FORMULADAS POR ESPAÑA 
A LA CONVENCION SOBRE EL ESTATU- 
TO DE LOS REFUGIADOS, DE 28 DE JU- 
LIO DE 1951, Y AL PROTOCOLO SOBRE 
EL ESTATUTO DE LOS REFUGIADS, DE 

31 DE ENERO DE 1967 

EXPOSICION 

Con fecha 14 de agosto de 1978, España 
se adhirió a la Convención sobre el Esta- 
tuto de los Refugiados, de 28 de julio de 
1951, y al Protocolo sobre el Estatuto de los 
Refugiados, de 31 de 0nero de 1967. El Ins- 
trumento de adhesión contenía, entre otras 
reservas y declaraciones, la b). por la que 
el Gobierno español no considera el artícu- 
lo 8." de la Convención como una norma 
vinculante, sino como una recomendación; 
c), en virtud de la cual, el Gobierno se re- 
servaba la aplicación del artículo 12, párra- 
fo 1, de la Convención, declarando exclu- 
sivamente a los derechos adquiridos por un 
refugiado con anterioridad al momento en 
que obtuvo, en cualquier país, la condición 
de tal, y d),  por la que el artículo 26 de la 
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Convención sería interpretado en el sen- 
tido de que no impide la adopción de me- 
didas especiales en cuanto al lugar de re- 
sidencia de determinados refugiados, de 
conformidad con la legislación española. 

Teniendo en cuenta que la Constitución 
entró en vigor con posterioridad a la ad- 
hesión de España a la Convención y al Es- 
tatuto, y considerando asimismo el progra- 
ma de desarrdlo legislativo del Gobierno, 
la retirada de las reservas mencionadas 
parece justificarse en las siguientes razo- 
nes: 

1 

1. Por lo que respecta a la reserva b), 
hay que señalar que aunque técnicamente 
e1 artículo 8." de la Convención puede ser 
interpretado como una recomendación en 
función de su misma redacción, la lógica 
jurídica que lo preside debiera prevalecer, 
en beneficio de una mayor protección del 
refugiado. Se protege al refugiado en cuan- 
to tal, por lo que su nacionalidad no debe 
operar en contra suya en las hipdtesis de 
medidas excepcionales contra la persona, 
bienes o intereses de nacionales de un Es- 
tado extranjero, ya que, por definición, el 
refugiado que se encuentra fuera de su co- 
munidad nacional, con frecuencia ha sidc 
privado de nacionalidad, y si la tiene, nc 
puede tener o no desea la protección del 
Estado de su nacionalidad. 

2. Por lo que respecta a la reserva c), 
que incluye una reserva en sentido estric- 
to y una declaración interpretativa respec- 
to de qué se entiende por 'derechos ante- 
riormente adquiridos", dependientes del es  
tatuto personal, debe señalarse que la co 
nexión 'nacionalidad" es la relevante er 
nuestro sistema (apartado 1, artículo 9, del 
título preliminar del Código Civil), no ope. 
rando la residencia habitual más que co. 
mo conexión subsidiaria, en los casos di 
carencia de nacionalidad o de nacionalidac 
indeterminada (apartado 10, artículo 9) 
Sin embargo. en ocasiones el refugiado ca. 
recerá de nacionalidad, bien por ser apá 
trida o porque haya sido privado de su na 
cionalidad; en estos casos, obviamente, n 
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iuestro sistema de Derecho internacional 
~rivado ni la Convención se oponen a que 
iu estatuto personal se rija por la ley de 
iu residencia habitual. La conexión 'nacio- 
ialidad" es válida cuando se trata de per- 
ionas plenamente insertas en una deter- 
ninada comunidad nacional, de la que son 
iaciondes y con las que les une el vínculo 
iolitico-juridico de la nacionalidad, lo que, 
:omo es obvio, no ocurre con relación a los 
sfugiados. Ninguna razón teórica gene- 
*al se opone por consiguiente a que la ley 
mrsonal de un refugiado se determine en 
'unción de su domicilio o residencia habi- 
=al. 

La Secretaría General Técnica del Minis- 
;erio de Asuntos Exteriores propuso que es- 
ta reserva se reformulara, pero, siguiendo 
una de las sugerencias hechas por el Mi- 
nisterio de Justicia, se solicita ahora del 
Sonsejo de Ministros autorización para re- 
tirar dicha resema. 
3. En cuanto a la reserva d), hay que 

hacer observar que su retirada se justifi- 
ca en su posible anticonstitucionalidad, en 
función del juego combinado de los artícu- 
los 19 y 13, 1, de la Constitución, en rela- 
ción con el artículo 12, 1, del Pacto Inter- 
nacional de derechos civiles y políticos, del 
que España es Parte, y con el artículo 2.O, 1, 
del Protocolo adicional número 4 al Conve- 
nio europeo de Derechos Humanos y Liber- 
tades Fundamentales, Protocolo del que Es- 
paña aún no es Parte, pero que sí ha fir- 
mado y respecto del que tiene el deber ju- 
rídico de comportarse de buena fe. 
Por añadidura, esta reserva es innecesa- 

ria porque el legislador español tiene com- 
petencia constitucional para determinar 
por ley los Wminos en que los extranje- 
ros gozarán de las libertades publicas que 
garantiza el Titulo 1 de la Constitución (ar- 
ticulo 13, 1, de la Constitución), y porque 
las obligaciones internacionales asumidas 
en la materia por España preven expresa- 
mente la posibilidad de adoptar restriccio- 
nes al derecho de libre circulación de las 
personas que legalmente se hallen en te- 
rritorio español. 


